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			ESTE LIBRO, QUE NOS sumerge en la lucha por la defensa de los derechos humanos durante la larga noche del franquismo, nos invita a pensar en una nueva forma de abordar el estudio de la naturaleza del régimen. Antes de ocuparnos de esto conviene, sin embargo, decir algo sobre su origen y contenido.  




			José Gómez Alén y Rubén Vega emprendieron hace unos años la ambiciosa tarea de rescatar la historia de los abogados que defendieron ante los tribunales franquistas a los perseguidos por sus actividades de oposición y, muy en especial, a los dirigentes y militantes del movimiento obrero. Este proyecto culminó en los dos volúmenes de Materiales para el estudio de la abogacía antifranquista, editados entre 2010 y 2012, que no sólo contenían un estudio de las fuentes para la investigación del tema y una extensa selección de documentos, sino también una amplia colección de testimonios en que la historia de la labor efectuada en estos años se reconstruía sobre la base de los recuerdos personales de los protagonistas: Enrique Múgica, Joaquín Ruiz Giménez, August Gil Matamala, Gregorio Peces Barba, Francisca Sauquillo, Pablo Castellano, Montserrat Avilés, Héctor Maravall, Jaime Sartorius, etc. 




			Lo que han hecho ahora los autores no ha sido sintetizar aquellos materiales, una tarea que hubiera tenido poca utilidad, sino emplearlos para esbozar una visión global de la historia de esos combates contra el franquismo, arrancando del surgimiento de un grupo de laboralistas, de unos «abogados de obreros» que a la vez que asumían las labores de defensa en los tribunales, protagonizaron una acción democratizadora dentro de los colegios profesionales, creando espacios de libertad que no hubieran sido posibles en otra parte. Una lucha en que participaron desde el comienzo una serie de mujeres que ocuparon posiciones de primera línea en la tarea, tras haberse abierto camino en una profesión en que dominaba la discriminación de género. 




			Un objetivo esencial de estos combates fue, desde los años cincuenta, la campaña contra las jurisdicciones especiales, en unos momentos en que había en España hasta 26 tribunales y jurisdicciones represores distintos. Los problemas que creaba esta situación llegaron a su punto culminante en 1962, con los movimientos de huelgas que se iniciaron en Asturias, que obligaron al gobierno a declarar el estado de excepción y a recurrir de nuevo a la jurisdicción militar. Las ejecuciones de Julián Grimau y de los anarquistas Granados y Delgado en 1963 completaron el descrédito del régimen, denunciado al mundo entero por un informe de la Comisión Internacional de Juristas de Ginebra, que señalaba que las supuestas garantías que ofrecían las leyes del régimen, como el Fuero de los españoles, «carecen de importancia práctica, dado que la mayoría de los derechos fundamentales enunciados (...) son menoscabados por la legislación y por la práctica administrativa». Los ejemplos aportados en este libro muestran que lo mismo sucedía con la aplicación de las leyes por parte de unos sindicatos en los que los trabajadores no encontraban ni ayuda ni protección. 




			Nada cambió en sustancia con la creación en 1963, como respuesta a las críticas internacionales, del tribunal de Orden Público (TOP), que pretendía trasladar los delitos políticos, tales como el de «sembrar la zozobra en la conciencia nacional», a una jurisdicción civil, sin atenuar la dureza ni la arbitrariedad de la represión. 




			No era preciso cambiar porque, para Franco, todo lo que sucedía no era más que el fruto de siniestras conspiraciones del comunismo o de la masonería, cuya mano veía tras un robo de hostias consagradas en una iglesia. En 1958 culpaba de las huelgas de Asturias a «los enlaces sindicales, que en su mayoría son de izquierdas y bastantes de ellos comunistas», a los jueces de primera instancia «que se apresuran a poner en libertad a los detenidos» y a los ingenieros, que no bajaban a las minas a comprobar los problemas de que se quejaban los mineros.  




			Tras las huelgas de 1962, sus interpretaciones resultaron todavía más simplistas: «Todo lo que ocurre viene de la decisión de Altos Hornos de Bilbao de aumentar los salarios a los obreros metalúrgicos; esto repercutió en la cuenca minera [de Asturias], pues es justo que los obreros que trabajan tan duramente en el interior de una mina y a muchos metros debajo de la tierra con una constante exposición de su vida, tengan mayor salario que los de las fábricas. Lo malo es que la política lo estropea todo y se desea obtener por la ilegalidad y la violencia lo que se puede obtener en buena armonía con discusiones serenas y constructivas. Los mineros ganan lo suficiente para atender a sus necesidades, y no carecen de nada debido a lo que se acordó a raíz de la anterior huelga. Ahora piden aumentos de sueldo base, puntos, pluses de productividad, hospitales, escuelas, casas, etc., etc.». 




			Su primo «Pacón», Franco Salgado-Araujo, que es quien nos ha transmitido estos pensamientos del Caudillo, le replicó objetando que, según sus noticias, los acuerdos con los trabajadores no se cumplían en todas partes, y le daba el ejemplo de Villablino, donde no había escuelas ni hospitales, de modo que cuando un minero sufría un accidente de trabajo, «hay que trasladarlo en un mulo, recorriendo grandes distancias y con un gran frío en los meses invernales», lo cual le parecía que era lo que daba motivo a «la agitación social».  




			Pero aun cuando Pacón se comprometió, según él mismo nos dice, a «llevarle una extensa información que tengo de la zona de Villablino», no hay noticia de que el Caudillo se preocupase por tales minucias. ¿Qué se podía esperar de un régimen cuyo jefe supremo no conocía, o no quería conocer, la situación real del país? 




			En realidad, como muestra el seguimiento de la lucha de los abogados que se hace en este libro, el régimen no sólo no se reformó ni moderó, sino que siguió encarcelando por delitos como el de organizar actividades sindicales y siguió ejecutando hasta el 27 de septiembre de 1975. Y ni siquiera se puede decir que la represión concluyera con la muerte del dictador. Los abogados, que habían sido víctimas desde el principio de una persecución que les hizo objeto de multas, detenciones y cárcel, siguieron siendo acosados durante la Transición, con no menos encono, como lo manifiestan las matanzas de Atocha de enero de 1977, que son buena prueba de que el franquismo sobrevivió a su fundador. 




			Un hecho, el de la persistencia de la violencia franquista, que conviene recordar para combatir la leyenda de la Transición. Véase, si no, la lista de muertos, más de un centenar, y de heridos por la «violencia política de origen institucional» que Mariano Sánchez Soler recoge en su libro La Transición sangrienta. 




			La reflexión más importante que sugiere la lectura de este libro me parece que es la de que necesitamos revisar el concepto de «represión franquista» que usamos habitualmente, apartándonos del juego equívoco de contar los muertos de la guerra y la inmediata posguerra en los dos bandos, una operación que se presta al propósito de ocultar la culpabilidad de quienes iniciaron el conflicto y se beneficiaron de él, como puede verse en las sucesivas oportunidades en que la Iglesia va alumbrando nuevos «mártires» para eludir el reconocimiento de su complicidad en los crímenes de la dictadura.  




			La violencia franquista no fue una consecuencia de la guerra civil, sino que formaba parte consubstancial de su programa y derivaba de su propia naturaleza, que es lo que explica que, como muestra el testimonio de la lucha de los abogados, no se agotase con la guerra civil, sino que siguiese, día a día y año a año, incluso hasta después de la muerte del Caudillo, porque no todo dependía de la voluntad de Franco, que no fue el único responsable de muchos de los crímenes de la dictadura, y por descontado, no lo fue de ninguno de los de la postdictadura. 




			Repensar el franquismo a la luz de una visión más realista de su naturaleza nos puede ayudar a entender no sólo las razones que explican las supervivencias que toleró la Transición, sino la reaparición en la actualidad de algunos rasgos, que aunque se presenten en un contexto distinto y con una justificación diferente, nos devuelven en algún modo al pasado, y nos recuerdan que el legado del franquismo sigue mucho más vivo de lo que se suele creer. Y está claro que no me refiero a la exhibición de signos y gestos fascistas, sino a la política misma de estos años de involución de los derechos sociales por los que lucharon conjuntamente los trabajadores y los abogados que les defendían en los tribunales. 
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			Introducción 




			



			 






			ENTRE LOS DIFERENTES SUJETOS colectivos que protagonizaron con mayor o menor intensidad la lucha por la democracia durante la dictadura franquista y de cuya actividad da cuenta una ya copiosa bibliografía, ha sido escasa la atención recibida por los profesionales del Derecho que rompieron con la lógica imperante de una Justicia al servicio de un régimen político cuya actuación vulneraba regularmente los principios de la Carta de los Derechos Humanos. Dentro de ellos, los abogados antifranquistas constituyeron, sin duda, un núcleo reducido en número pero cualitativamente fundamental como proveedor de una cobertura de carácter jurídico defensivo para la oposición política y social a la dictadura. 




			



			 






			LA ABOGACÍA ANTIFRANQUISTA EN EL LARGO CAMINO HACIA LA RECUPERACIÓN DE LAS LIBERTADES 





			



			 






			Aún no se había apagado el eco de los bombardeos que acompañaron el fin de la Guerra Civil, cuando las leyes represivas del nuevo estado y los tribunales militares encargados de aplicarlas comenzaban una nueva fase en su objetivo de extirpación del enemigo ya derrotado. La política represiva de la dictadura, en cuyo vértice se encontraba el general Franco, comenzaba a desarrollar las directrices diseñadas por un grupo de juristas desde meses antes de finalizar la guerra en el cuartel general de Burgos.1 




			Los tribunales militares aplicaban lo que se había ensayado desde el comienzo de la guerra allí donde había triunfado el golpe militar en julio de 1936. Se trataba de aniquilar totalmente a los que habían combatido la versión española de los fascismos y movimientos contrarrevolucionarios europeos de entreguerras o que simplemente hubieran mostrado desafección pública —o, en ocasiones, incluso privadamente— por el Movimiento Nacional «con actos concretos o con pasividad grave» como señalaba la Ley de Responsabilidades Políticas de febrero de 1939. La aplicación de esa ley se complementaría con la de Represión de la Masonería y el Comunismo, de marzo de 1940, con las que nadie que «oliera» a republicanismo o democracia quedaba libre de ser juzgado por aquella lógica del terror que se inauguraba «al paso alegre de la paz». 




			La legislación represiva y los instrumentos jurídicos encargados de aplicarla, y que se analizan en el capítulo correspondiente de este volumen, muestran la verdadera faz de aquella «paz» y la lógica del terror franquista. La política de exterminio social iba a tener instrumentos represivos políticos y policiales suficientes para que, después, las Jurisdicciones Especiales y los militares, jueces y magistrados que las conformaron ejecutaran con el más absoluto de los rigores y dictaran penas de muerte o condenas de cárcel sin el más mínimo respeto a los Derechos Humanos. La aplicación de la jurisdicción propia de la Guerra Civil tuvo su último acto con el proceso y la ejecución en abril de 1963 del dirigente comunista Julián Grimau, aunque se mantuviera formalmente hasta 1969. El rechazo público a la ejecución de Grimau y la repulsa internacional, junto con la política de maquillaje emprendida por la dictadura para acceder a los mercados y a los foros internacionales, redujeron el papel en la represión política de la Jurisdicción Militar, sustituida en gran parte por el Tribunal de Orden Público (TOP). Lo que no eliminó totalmente la formalización de consejos de guerra, tal y como seguirá sucediendo todavía en los años setenta. 




			Para los acusados por cualquier delito juzgado en los consejos de guerra en los años posteriores a la contienda civil, la posibilidad de defensa era nula desde el mismo momento de su detención. Se encontraban privados de asistencia letrada y procesados por tribunales militares, con sumarios instruidos por ponentes de escasa o nula formación, como demostraría la comisión jurídica de los presos comunistas en el penal de Burgos con el conocido caso de Manuel Fernández Martín, ponente en numerosas causas. Sin posibilidad de disponer en principio de abogados civiles para su defensa, sus abogados tenían que ser también militares, sin que fuera imperativo que tuvieran nociones de Derecho. No es extraño pues que desde comienzos de los años cuarenta emergiese en las mismas cárceles un movimiento defensivo y solidario por parte de aquellos presos que tenían formación jurídica para asesorar y defenderse mínimamente de la injusticia y la arbitrariedad que padecían. Éste fue el sentido que adquirió la Comisión de penadas de la cárcel de mujeres de Ventas creada por Matilde Landa,2 o las que en Ocaña, El Dueso y Burgos potenciaron en determinados momentos los abogados comunistas Luis Castillo Almena y Gregorio Ortiz Ricol. 




			La indefensión ante los tribunales militares hizo indispensable articular algún tipo de amparo para los militantes clandestinos. La actuación, por ejemplo, de los abogados catalanes Josep Solé Barberà o Josep Benet asistiendo legalmente a conocidos líderes clandestinos como Miguel Núñez o Joan Comorera representa los esfuerzos realizados desde los años cincuenta por la abogacía democrática para estar presente en los consejos de guerra.3 En un primer momento como público y, cuando se les permitió, en los consejos de guerra sumarísimos como asesores de los defensores militares a los que, si era posible, trataban de seleccionar entre aquellos que podían garantizar una defensa con cierto sentido ético de la Justicia y del significado de las garantías procesales. Después, pudieron convertirse ellos mismos en letrados defensores en determinados procesos políticos y enfrentarse en el estrado con los militares que instruían los sumarios o con los fiscales que solicitaban las más duras penas. Éstas, que con frecuencia eran de muerte, y que estaban decididas de antemano, eran refrendadas, sin ningún tipo de vacilación, por el dictador, «legitimado» por su victoria en la «Cruzada», quién aún dos meses antes de su extinción física rubricará con el pertinente «enterado» las cinco últimas ejecuciones. 




			En aquel escenario político y judicial tuvieron que lidiar en una primera etapa los pioneros de la abogacía comprometida con un sentido democrático y ético de la Justicia y con la mirada puesta en la defensa de los Derechos Humanos, poniendo su conocimiento profesional y su compromiso político al servicio de los ciudadanos que eran perseguidos por sus ideas.  




			



			 






			EL ALIENTO POLÍTICO Y UN ENEMIGO COMÚN 





			



			 






			Desde los sombríos años cuarenta y especialmente en la década «bisagra», los cincuenta, un puñado de profesionales fue orientando su labor al servicio de la defensa del ejercicio de los derechos fundamentales —de asociación, de opinión, de huelga, de manifestación. A esa tarea se incorporaron letrados de origen social, formación o ideas políticas muy diversas, incluso provenientes de bandos antagónicos durante el conflicto bélico. Derrotados y procedentes de familias republicanas como los ya citados Solé Barberà y Benet, August Gil Matamala, Alberto García Esteve, María Luisa Suárez, Antonio Montesinos, Luis Castillo Almena, Gregorio Peces-Barba, José Manuel López o Alfredo Flórez, entre otros. Junto a los que procedían de manera más o menos militante del bando vencedor como Jaime Miralles, los hermanos Jiménez de Parga, Antonio Rato, Joaquín Ruiz Giménez o Pablo Castellano. Estos pioneros y pioneras, a partir de experiencias personales y geográficas diferentes, adelantarán iniciativas como la creación de despachos orientados a la defensa y asesoría legal de trabajadores y presos políticos. Muchos de ellos, además, mantendrán vínculos con partidos y sindicatos proscritos. 




			El concurso, desde mediados los años sesenta, de jóvenes licenciados en Derecho muy críticos con la realidad política de la dictadura y con una arraigada conciencia adquirida en las movilizaciones estudiantiles, ampliará la nómina de abogados antifranquistas erigiéndose en aliados imprescindibles del movimiento obrero, potenciando y dando forma a un colectivo que convertirá sus despachos en «espacios de libertad». Centros de trabajo o salas de consulta improvisados en barrios de aluvión y asesoramiento a un incipiente movimiento vecinal ampliarán los «frentes de lucha» contra el franquismo en su ocaso bajo la batuta del ejercicio de un uso alternativo del Derecho. 




			El laboralismo, ejercido con unos planteamientos de clase y para la clase, será un terreno novedoso que, precisamente por ello, ensanchará las posibilidades de crecimiento profesional de las mujeres en una esfera pública tradicionalmente hostil. Mientras la profesión sigue dominada por una absoluta preponderancia masculina que apenas deja espacio para las mujeres, en el escenario de la abogacía antifranquista se abrirá un frente donde las mujeres participarán de forma destacada desde fechas muy tempranas, en un plano de igualdad respecto a sus compañeros varones y muchas de ellas con un peso muy destacado. Abogadas como María Luisa Suárez Roldán, Montserrat Avilés, Manuela Carmena, Cristina Almeida, Francisca Sauquillo, Elvira Landín, Aurora León, Ascensió Solé o el bufete de abogadas de Quart de Poblet en Valencia, protagonizarán una vía de incorporación de la mujer tanto a la afirmación de sus derechos como profesionales en ejercicio como a la militancia clandestina, en medios —el de la abogacía y el del obrerismo— frecuentemente dominados por prejuicios de género y una concepción subalterna de la participación femenina. Su presencia y actividad representarán una ruptura con patrones de comportamiento y costumbres que afectaban a la propia consideración que de sí mismas tenían las mujeres comprometidas y a su relación con los varones con quienes comparten espacios de militancia y profesión.  




			Unos y otras formaron un amplio colectivo que, por encima de la diversidad social e ideológica o de las divergencias políticas, con mayor o menor grado de compromiso con las organizaciones clandestinas y ofreciendo una notable variedad ideológica (comunistas, socialistas, democristianos e incluso algunos monárquicos liberales e independientes), fue capaz de enfrentarse a la dictadura en la lucha por las libertades democráticas, contra la conculcación de los Derechos Humanos allá donde fuese y por una Justicia democrática. La abogacía será uno de los pocos terrenos donde, desde fechas tempranas, se aprecian actuaciones unitarias del conjunto de la oposición, ya sea en la labor desarrollada conjuntamente en el seno de los colegios profesionales, ya superando las prevenciones sectarias cada vez que un militante de una determinada organización era defendido por un letrado de otra. 




			



			 






			El Derecho era una muleta para la Justicia. Una muleta en que te apoyas, pero que también te puede estorbar. Queríamos la subversión del Derecho. Es decir, bajo el Derecho frontal buscar las raíces que la propia oligarquía no tenía más remedio que ofrecer, utilizar esos fundamentos. Por ejemplo, cuando el Código Civil hablaba de que la interpretación de la norma tiene que ser conforme al espíritu de los tiempos y de las realidades. Cuando el Código Penal te planteaba una cuestión de legítima defensa nosotros lo podíamos llevar al estado de necesidad de una clase de gente que no tenía lo suficiente para vivir [...] Había también la «dialéctica defensiva»: transformar la situación de tal manera que al final la verdad fundamental resplandezca sobre la legalidad formal. El procesado defendía a los defensores, el hecho de estar en el banquillo era porque había militado y había arriesgado su libertad por una sociedad mejor de la que se iban a beneficiar todos. Nos defendimos juntos.4 


			

			

			

			 


			

			

			FRENTES DE ACCIÓN 





			



			 






			La multiplicidad de espacios en que desarrollarán su compromiso —tribunales de excepción y ordinarios, causas laborales y políticas, colegios profesionales, pero también sus propios despachos, que actuaron con frecuencia como punto de encuentro de opositores— los convertirá en nexo y puente entre colectivos y ámbitos diferenciados que se incrementarán y diversificarán tras la eclosión del movimiento laboralista.  




			La capacidad de superación de divergencias ideológicas y la confluencia con letrados de generaciones anteriores serán esenciales para cambiar la relación de fuerzas que existía en el seno de los Colegios de Abogados y presentar desde allí batalla por su democratización, por la eliminación de las Jurisdicciones Especiales y por la amnistía, que tuvo su momento culminante en el histórico Congreso de la Abogacía de León en 1970. De su importancia, pero también de la urgencia de definir el papel de la abogacía en la sociedad, se hacía eco un editorial de Cuadernos para el Diálogo al señalar que: 




			



			 






			En la contraposición entre Legalidad y Juridicidad, Legislación y Derecho, radica hoy todo el problema con el que se enfrenta la Abogacía española. Si concebimos la Ley como un instrumento regulador que emana del Estado, de forma rígida, estaremos abogando por la automatización de la Administración de Justicia. Si, por el contrario, la concebimos como plasmación de normas de convivencia, conforme a Derecho, emanadas de la propia sociedad, estamos defendiendo la función imprescindible del jurista. 




			



			 






			Igualmente, caracterizaba con acierto las acciones que en los Colegios de Abogados tenían lugar, destacando: 




			



			 






			El movimiento de renovación y de perfeccionamiento que desde hace dos años late y alienta en el seno de la Abogacía, y que ha tenido su plasmación en todo un conjunto de Juntas Colegiales que a través de sus acuerdos mayoritariamente adoptados han hecho patente su oposición a situaciones de legalidad carentes de elemental juridicidad, y así han elevado su voz contra la proliferación de Jurisdicciones, y contra el tratamiento penitenciario de figuras «legalmente» delictivas, que se encaminan más a la limitación de puras conductas de participación política y sindical, que a la persecución de verdaderos delitos.5 




			



			 






			El deber de conciencia de los juristas, así como su insoslayable obligación de constituir una garantía social frente al poder del Estado, será debatido y suscrito por el millar de letrados congregados en León. Aunque no sin tensiones, dada la trascendencia de los temas a debatir, el Congreso Nacional de la Abogacía de León aprobó lo que para el sector más comprometido de la abogacía venía siendo objeto de una incansable lucha: la demanda de instauración en España de un verdadero Estado de Derecho.  




			La imbricación entre las causas políticas y las laborales, actuando como abogados naturales en ambos tipos de procesos, vendría determinada por el aliento político y por el anhelo compartido del antifranquismo como motor de actuación. En ese sentido, el resurgir del activismo obrero y, con él, el incremento de la conflictividad supondrán el reencuentro de los profesionales del Derecho con vocación de búsqueda de la Justicia Social con el movimiento obrero y su confluencia en adelante en la erosión del Régimen. Será ésta la máxima que los conducirá en la defensa de trabajadores sin ningún tipo de militancia o compromiso político, pero sobre todo la que los motivará a colaborar estrechamente con el movimiento obrero convirtiéndolos en sus «compañeros de procesos» ante los tribunales de Justicia. Cuando algunos juristas se interesen en la gestión de una sanción, multa o despido y lo hagan desde un enfoque cercano y, sobre todo de clase, con un trabajador en conflicto, se iniciará un vínculo de confianza en el profesional que había estado lastrado por años de monopolio verticalista. En el planteamiento de las defensas no seguirán tanto una formulación «rompedora» con la legalidad establecida como una argumentada exigencia de aplicación de la normativa laboral. Este colectivo fue conformando un nuevo Derecho del trabajo y de las relaciones laborales y fue capaz de combatir la falta de libertad de expresión y de canales para difundir la jurisprudencia que se originaba con su trabajo y de crear sus propios medios de comunicación con sus clientes y sus colegas. Desde el primer boletín Ecos del Foro a la Gaceta de Derecho Social, pasando por los aliados de información general como Cuadernos para el Diálogo, Triunfo o Cambio 16, la abogacía dejaba caer su voz solidaria y de lucha sobre la sociedad.  




			Durante las décadas de los años sesenta y setenta, el incremento de la oposición política clandestina, la represión de las huelgas y los despidos laborales inundaron el TOP y las magistraturas de trabajo, lo que obligó a los abogados a mantener una actividad incesante. 




			



			 






			LA REBELIÓN DE LOS PROFESIONALES 





			



			 






			Su compromiso ético y profesional y el significado social y político de su contribución atrajeron también la mirada represiva de la dictadura sobre el colectivo. Su trabajo y sus despachos fueron vigilados política y policialmente y fueron muchos los directamente represaliados de formas muy diversas: desterrados, multados o sancionados para ejercer su profesión. Algunos llegaron a ser procesados por el mismo Tribunal de Orden Público y conocieron las cárceles franquistas, otros pagaron con su vida aquel compromiso, como fue el caso de los cinco fallecidos en el atentado del despacho de Atocha el 24 de enero de 1977. 




			De la importancia que la labor de estos abogados y abogadas tenía en la lucha contra la dictadura da buena cuenta el hecho de que fuesen objeto de un especial seguimiento y vigilancia. Un informe fechado en agosto de 1975 ilustra la inquietud que sembraban en las filas del franquismo. Bajo el significativo título de «Interés policial de los despachos laboralistas» la DGS alimentaba su obsesión anticomunista al tiempo que señalaba:  




			



			 






			Desde la creación de estos despachos servidos por abogados, alguno de claro matiz comunista y otros conocidos por su plena desafección al Régimen, se presumió la importancia que iban a alcanzar para los fines del PCE, dado que de ello, a pretexto de consulta de tipo laboral, dimanarían las consignas tendentes a alterar el orden de los centros de trabajo, al tiempo que se coordinarían otras acciones de tipo diverso. El éxito ha hecho que el interés comunista haya ido creciendo, situando estos despachos en un lugar preeminente en las tareas de tipo orgánico del Partido. Puede decirse que en el momento actual han pasado a ser verdaderos centros nerviosos y de decisión en cuanto a la política comunista del interior del país y a los que se consulta a la hora de adoptar algún acuerdo por parte de los dirigentes del exterior. La razón fundamental del papel que les toca jugar a estos abogados, no se deriva únicamente de su superior capacidad intelectual y doctrinal con relación a otros militantes, sino que debido a su profesión gozan de grandes facilidades para actuar ilegalmente dentro de la más absoluta legalidad aparente.6 




			



			 






			La «rebelión de los profesionales» no era nueva y por ello ya desde 1962 funcionaría un Gabinete de Enlace del Ministerio de Información y Turismo. Éste tenía la misión de coordinar aspectos concretos de la información política que los departamentos ministeriales pudieran recibir y funcionaba como centro de documentación y canalizador de información. La actuación de los abogados, como no podía ser de otro modo, sería atentamente vigilada. El interés del régimen se constata por el gran número de expedientes individuales abiertos entre 1962 y 1976. Así, Juan José del Águila, Cristina Almeida, Montserrat Avilés, Enrique Barón, Diego Carrasco Masdeu, Albert Fina, Alfredo Flórez, Alberto García Esteve, Carlos García Valdés, Antonio Giménez Pericás, Guillermo García Lakunza, Felipe González, Augusto Hidalgo Champsaur, Jaime Miralles Álvarez, José Luis Núñez Casal, Gregorio Ortiz Ricol, Gregorio Peces-Barba, Antonio Rato, Mariano Robles Romero-Robledo, Amandino Rodríguez Armada, Joaquín Ruiz-Giménez, Fernando Sagaseta, Agustí de Semir, Josep Solé Barberà o María Luisa Suárez eran puntualmente seguidos y la información recopilada sobre ellos engrosaba los correspondientes dosieres.  




			En 1971, en un contexto de protesta social generalizada, un extenso documento titulado «Esquema sobre libertad y seguridad en la comunidad nacional ante la situación política actual» recogía el clima reinante en el país y justificaba en su introducción que «el hecho de que el hombre sea portador de valores eternos no le excluye de su condición de ciudadano; ello permite al Estado poseer el derecho a limitar las libertades concretas en cuanto sea necesario para su constitución, conservación y funcionamiento». El documento analizaba las conductas disidentes a que se enfrentaba en el entorno eclesial, universitario o laboral. También dedicaba un nutrido análisis a la subversión de «determinados» colegios profesionales: 




			



			 






			Las actitudes aisladas de oposición al Régimen, que se concretaban y manifestaban en algunos Colegios de Abogados y en el Colegio de Arquitectos de Barcelona, adquirieron un fuerte impulso a partir del Decreto-Ley de bandidaje y terrorismo de agosto de 1968. Hasta entonces alguna figura altamente comprometida con el Régimen había defendido dentro de nuestras propias estructuras modificaciones sustanciales en nuestra legislación, así por ejemplo en el Código de Justicia Militar. También el conflicto del «tren de bandas» de Bilbao fue aprovechado para ensalzar el concepto sobre la huelga. 




			Pero la escalada ideológica tuvo manifestaciones más concretas a partir de la fecha aludida del verano del 1968 al conexionarse los grupos de «abogados cristianos» con los movimientos clandestinos obreros de Madrid. De esta unión se iban a derivar acciones importantes que determinarían una trayectoria de apoyo a la subversión jalonada por: Las reuniones del Colegio de Abogados de Madrid en enero de 1969, tras la propuesta de Ruiz Jiménez; la formación de grupos de defensores homogéneos ante el Tribunal de Orden Público; el Congreso de la Abogacía de León y el ataque frontal a conceptos antes respetados (supresión del Decreto-Ley de bandidaje, supresión de la pena de muerte, amnistía total de presos políticos, etc.). 




			Este movimiento del Colegio de Abogados de Madrid fue inmediatamente secundado por el de Barcelona, San Sebastián y después sucesivamente por unos cuantos más. La actuación final fue la negativa a actuar como defensores ante el Tribunal de Orden Público, hecho profundamente subversivo y totalmente nuevo en toda nuestra historia forense.7 




			



			 






			La contribución prestada por los abogados y abogadas antifranquistas a la lucha por las libertades encuentra su continuidad en el papel relevante que siguen desempeñando en el nuevo marco constitucional resultante de la Transición. Algunos de estos nombres figuran entre quienes han ocupado las máximas responsabilidades institucionales: presidencias del Gobierno y del Congreso de los Diputados, Defensor del Pueblo..., han resultado electos en candidaturas de diverso signo o han prestado su concurso a la consolidación de partidos y sindicatos. Muchos otros han proseguido su labor profesional desde el mismo compromiso ético que les llevó a enfrentarse a la dictadura. En general, el advenimiento de la democracia ha supuesto la desaparición del denominador común que la dictadura les proporcionaba y que les confería cierta identidad como colectivo y, en consecuencia, les ha conducido por caminos dispares. Para unos ha significado el retorno en exclusiva a la actividad estrictamente profesional, para otros la docencia universitaria o el paso a la Judicatura y para unos cuantos su integración en las instituciones y el desempeño de responsabilidades políticas. Desde cualquiera de estos ámbitos han representado a menudo un aporte relevante. 




			



			 






			SOBRE EL PROYECTO QUE HA DADO ORIGEN A ESTE LIBRO 





			



			 






			El presente libro es fruto del trabajo de varios años de investigación y pretende recoger a modo de síntesis y con una finalidad divulgativa los resultados del proyecto «Los abogados laboralistas y la lucha por una Justicia democrática». Dicho proyecto nació en buena medida alentado por el propósito de arrojar luz sobre un aspecto poco conocido y apenas estudiado de nuestra historia reciente y en el ánimo del equipo investigador estaba contribuir a la memoria democrática recuperando las trayectorias vitales y profesionales del colectivo de abogados antifranquistas.  




			El proyecto fue iniciado con la edición del CD Rom Las sentencias  del Tribunal de Orden Público, que incluye TOPDAT: una base de datos para explotar. De este modo vio la luz el excelente trabajo de recopilación y sistematización realizado por el otrora abogado laboralista Juan José del Águila Torres, que constituye una fuente de capital interés para documentar la represión política precisamente en los tiempos en que el Régimen trató de revestirse de los ropajes de una «dictablanda» y obtuvo credenciales interpretativas tan convenientes como la que lo catalogaba como un «sistema autoritario de pluralismo limitado». 




			Posteriormente fueron editadas dos publicaciones de recopilación de fuentes. En el primer volumen la atención se centró en los fondos documentales disponibles para abrir líneas de investigación en un tema hasta entonces escasamente explorado. La diversidad y riqueza de estas fuentes quedaba de manifiesto en el amplio dosier documental con el que se complementaba el análisis de la naturaleza y accesibilidad de los fondos documentales contenidos en distintos archivos.8 A su vez, el segundo volumen se centraba en los testimonios orales de los protagonistas. El desarrollo del proyecto había permitido afrontar un extenso plan de entrevistas en las que se ahondaba en la memoria de un buen número de aquellos abogados y abogadas. Sumados estos testimonios a los que ya se contenían previamente en diversos archivos, resultó posible componer un relato coral en el que se contemplaban muy variados aspectos de la experiencia y las vivencias de la abogacía antifranquista.9 Los libros incluían, además, una serie de semblanzas biográficas de un total de 18 abogados y 5 abogadas.10 




			Más de medio centenar de entrevistas fueron realizadas en el marco del proyecto y puestas a disposición de los investigadores una vez depositadas en el Archivo de Fuentes Orales para la Historia Social de Asturias (AFOHSA), sito en la Universidad de Oviedo.11 Además de las entrevistas realizadas ad hoc en el curso de la investigación, se utilizaron testimonios orales provenientes de la Red de Archivos Históricos de CCOO (Arxiu Històric de la CONC-Fundación Cipriano García, Archivo Histórico de CCOO de Andalucía, Archivo Histórico Sindical José Luis Borbolla de CCOO del País Valenciano y Fundación 1.º de Mayo), así como de la Fundación Francisco Largo Caballero de UGT. 




			Lo realizado hasta ahora sólo es posible desde el sentido colectivo del trabajo. Y para ello conviene recordar a todos lo que nos acompañaron en la ejecución del proyecto, realizando y transcribiendo junto con nosotros entrevistas y realizando las semblanzas biográficas de los volúmenes citados. Especialmente Carlos Gordon, coautor del laborioso trabajo de selección de fuentes y autor él mismo de una de las semblanzas. Junto a él y con los firmantes de este texto colaboraron Alberto Gómez Roda, Javier Tébar, Manuela Aroca, José Ángel Etxaniz, José Antonio Pérez, Marcial Sánchez Mosquera, Manuel Bueno, Inmaculada García Escribano, Javier Muñoz Soro, Francisco Erice, Andreu Mayayo, Carlos Fuertes, Lluís Úbeda, Anna Gabriel, David Fernández, Francina Espuny, Sergio Gálvez, Carme Molinero, Pere Ysás y David G. Tato, autor del índice onomástico. Agradecemos, así mismo, a Josep Fontana la forma en que ha acogido nuestro trabajo, suscitando, a su vez, el interés de Crítica que ha dado lugar a esta edición. 




			Finalmente tenemos necesariamente que agradecer a todas las instituciones que de una u otra forma han contribuido a la realización de un trabajo iniciado en 2007. En primer lugar a la Fundación Abogados de Atocha, que acogió el proyecto con dedicación y entusiasmo; al Principado de Asturias y sus consejerías de Justicia y Cultura (2007), que nos brindaron su apoyo en cuanto conocieron los rasgos generales del proyecto, al igual que en el 2008 lo hizo la Consellería de Xustiza de la Xunta de Galicia, los ministerios de Cultura y de Presidencia (2008-2010) y el Consejo General de la Abogacía Española (2011), y muy especialmente nuestro agradecimiento a todos los abogados con los que hemos trabajado y entrevistado y que han puesto su tiempo y su voluntad de colaboración siempre a nuestra disposición. 




			Desde la perspectiva que nos da el camino recorrido y la profusión de fuentes consultadas, podemos concluir que la relevancia de la labor de estos abogados y abogadas es aún mayor de la que presuponíamos al plantearnos el proyecto. Queda aún mucha labor historiográfica que realizar para dar cabal cuenta del tema y situarlo en sus justas dimensiones. A los historiadores les corresponde esa tarea y a la sociedad la de recuperar la memoria individual y colectiva de aquel compromiso ético y del trabajo profesional desplegado entre 1939 y 1977. 




			



			 






			ADENDA FINAL A LA INTRODUCCIÓN 





			



			 






			Coincidiendo con la fase de corrección de pruebas de este libro, la Asociación Nacional de Magistrados de Chile ha hecho pública una declaración pidiendo perdón «a las víctimas, sus deudos y a la sociedad chilena» por el papel desempeñado por los jueces ante la sistemática violación de los Derechos Humanos perpetrada durante la dictadura militar. Este reconocimiento de culpa sin ambages se expresa como «un paso esencial destinado a contribuir al reposicionamiento de la tradicional dignidad moral» del Poder Judicial, aliviando de este modo «a las actuales y futuras generaciones de magistrados de la vergüenza y oprobio anudados a este capítulo de nuestra historia». Nada semejante ha sucedido hasta ahora en España, donde ninguna petición o expiación de culpa ha provenido del ámbito de la Judicatura ni de cualquier otra alta magistratura del Estado. Por el contrario, las demandas de anulación de las sentencias de los consejos de guerra y de los procesos políticos llevados a cabo por Jurisdicciones Especiales creadas para la represión de la disidencia han sido sistemáticamente desoídas cuando se trataba de reclamos políticos y desestimadas en sede judicial cuando respondían a la iniciativa de los familiares de las víctimas. Y la controvertida ley que se dio en llamar de Memoria Histórica ni siquiera osó adentrarse en ese terreno. Los abogados que protagonizan las páginas de este libro forman parte de la minoría que, en condiciones adversas, mantuvo su dignidad e hizo honor a la deontología profesional en el ejercicio del Derecho. Con toda la diversidad que encierran sus trayectorias individuales, configuran colectivamente una de las raíces de las aspiraciones democráticas y del anhelo de libertad que alentaba bajo el espeso manto de la dictadura franquista. Su decisiva labor ha sido, sin embargo, largamente olvidada y pobremente reconocida. 
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			Un estado sin ciudadanos y sin derechos 




			



			 






			El marco jurídico y la actuación de los abogados ante los tribunales militares 




			



			 






			¿Se nos pregunta del otro lado que dónde vamos? Es fácil y lo hemos repetido muchas veces: a imponer el orden, a dar pan y trabajo a todos los españoles, y a hacer justicia por igual. Ahora bien, ni rendición, ni abrazos de Vergara, ni pactos de Zanjón, ni nada que no sea victoria aplastante y definitiva. Después, si el pueblo lo pide, habrá piedad para los equivocados; para los que alentaron a sabiendas una guerra de infamias, crueldades y traiciones, para éstos, jamás; antes la Justicia de la Historia, la nuestra, la de los patriotas que ha de ser inmediata y rápida [...] Tengan bien entendido que esa obra de reconstrucción nacional que se han propuesto realizar y realizarán, ¿quién lo duda?, en esa formidable empresa hemos de poner nosotros, los militares, sus cimientos, hemos de iniciarla. Nos corresponde por derecho propio, porque ése es el anhelo nacional, porque tenemos un concepto exacto de nuestro poder y porque únicamente nosotros podemos consolidar la unión del pueblo con el Ejército.1 




			



			 






			CUARENTA AÑOS NO ES NADA 





			



			 






			En la madrugada del 27 de septiembre de 1975 eran fusilados cinco militantes antifranquistas.2 Las últimas ejecuciones en vida del dictador —que fallecería dos meses después— ponían de relieve cómo, cuatro décadas después de su llegada al poder, la violencia continuaba siendo la clave de bóveda de su política. El franquismo moría como había nacido: matando. 




			El carácter estructural de la represión para el control del disenso y la persecución de los opositores se convertirá en la piedra angular del Régimen y sobre ésta, oportunamente «actualizada» y «dosificada» al albur de la coyuntura interna e internacional que atravesará durante su dilatada existencia, cimentará su poder. Para «legalizar» la violencia y, en la misma medida, legitimar su cuestionable existencia, el Régimen se irá dotando de todo un arsenal jurídico e institucional en el que principios como la unidad jurisdiccional, las garantías procesales o la presunción de inocencia serían despojados de todo contenido. Entre las múltiples Jurisdicciones Especiales existentes, la Militar será la que concentre las competencias y atribuciones en la persecución y castigo de delitos «políticos».3 Su poder sancionador en este terreno será absoluto hasta que entre en funcionamiento el Juzgado y Tribunal de Orden Público en 1964, un tribunal especial civil que en modo alguno supondrá que el aparato militar deje de intervenir y penalizar conductas disidentes. De hecho, será un tribunal militar quien condene a la máxima pena a once de los procesados por su militancia en ETA y en el FRAP en septiembre de 1975 (la «gracia» del Generalísimo determinará el indulto a seis de los condenados a muerte) y en 1974 sentencie a muerte por garrote a Salvador Puig Antich. Igualmente, el conocido como Proceso de Burgos sentará a varios militantes de ETA ante un consejo de guerra. Aunque serán cientos los civiles procesados por tribunales militares entre 1964 y 1975, la repercusión mediática, amén de las protestas y movilizaciones tanto dentro de España como en el extranjero, suscitadas en el transcurso del Proceso de Burgos, devolverán al primer plano de la actualidad lo que por parte de la abogacía más comprometida venía siendo objeto de numerosos pronunciamientos en contra de la vigencia de la Jurisdicción Militar en la sanción a civiles.4 Como veremos en las páginas que siguen, la lucha contra la omnipresencia del aparato militar dentro del entramado jurídico y político del Régimen centrará buena parte de los esfuerzos de los letrados antifranquistas, tanto en estrados, cuando les sea permitido asistir legalmente a los procesados, como desde otras plataformas de denuncia como los Colegios de Abogados.  




			Mediante la ley por la que se creaba el Juzgado y Tribunal de Orden Público las competencias de la Jurisdicción Militar eran parcialmente transferidas a un tribunal que, aunque especializado, estaba integrado por personal civil con formación jurídica y pasaba a asumir gran parte de las conductas punibles de índole subversiva recogidas por la legislación.5 Su entrada en vigor en diciembre de 1963 había venido precedida, ese mismo año, de dos escandalosos e irregulares consejos de guerra a los anarquistas Granados y Delgado y a un conocido dirigente comunista, Julián Grimau.6 La condena de éste a la pena capital, hecha efectiva tras el pertinente «enterado» de Franco, ponía sangriento fin a más de dos décadas de primacía militar en la Administración de Justicia y cerraba, al menos en el plano simbólico —en el legal habrá que esperar hasta 1969 para que sean sobreseídas causas relacionadas con la guerra—, la «deuda» del enemigo vencido en la guerra con la Nueva España. Otros «enemigos», que no habían hecho la guerra aunque si habían heredado la memoria y los ideales de los perdedores, que incluso eran, en no pocos casos, hijos de vencedores, pasarán a ser perseguidos y condenados por delitos contra el orden público o contra la seguridad del Estado por reclamar e imponer mediante su uso derechos de libertad de expresión, de asociación, de sindicación o de huelga.7 




			El ajusticiamiento por garrote vil de Francisco Granados y Joaquín Delgado, falsamente acusados de la colocación de explosivos en dependencias oficiales (Delegación Nacional de Sindicatos y la Dirección General de Seguridad),8 trazaba otro «perfil delincuente», no relacionado con delitos derivados de la contienda civil, pero mucho más peligroso que el obrero que hacía una huelga o repartía panfletos subversivos, sobre los que la Jurisdicción Militar, merced a las excepciones contempladas en la legislación, tendría plenas competencias. Así pues, en ningún momento el Ejército dejará de intervenir en la represión de delitos políticos y será al albur del incremento de la contestación social cuando oportunos decretos y ampliación de competencias jurisdiccionales (en 1968, 1971 y 1975) reestablezcan plenamente su potestad para actuar.9 




			El Poder Judicial, de por sí enormemente limitado, se había visto fragmentado en Jurisdicciones Especiales y sometido al interesado dictado de una legislación que, aunque había ido adaptándose a la realidad del país, lo había hecho al albur de los intereses coyunturales de la dictadura, que, de esta manera, podía esgrimir ante cuantos la cuestionasen su «excepcional» juridicidad. Una juridicidad destinada a legitimar y garantizar su propia supervivencia y en absoluto interesada en reconocer derechos asumidos como inalienables en las democracias occidentales. 




			La necesidad de aceptación en foros internacionales había hecho aconsejable mudar las formas para que la esencia permaneciese intacta. La irrupción desde mediados los años cincuenta de la protesta social y con ella la reactivación de los temores del Régimen ante el cuestionamiento de su orden lo obligarán a readaptar su política judicial, aunque reservándose la potestad de actuar expeditivamente prevaliéndose de las prerrogativas que siempre conservará la Jurisdicción Militar. Hasta 1968, fecha en la que nuevamente es puesto en vigor el Decreto de represión del Bandidaje y Terrorismo de 1960, que había sido parcialmente derogado tras la entrada en vigor del TOP, la Jurisdicción Militar reducirá notablemente su protagonismo en la sanción de causas políticas, si bien nunca se irá del todo al permanecer vigentes tipos delictivos como el de injurias al Ejército o los de terrorismo, que, al ser contemplados como delitos contra la seguridad del Estado, la facultarían plenamente para intervenir. Así sería entendido por el gobierno tras el asesinato, en 1968, del jefe de la Brigada Político Social de Guipúzcoa, Melitón Manzanas, a manos de ETA, reestableciéndose el artículo II del Decreto sobre Bandidaje y Terrorismo de 1960 mediante el Decreto ley de agosto de 1968. La consecuencia inmediata del reestablecimiento de las competencias castrenses en «asuntos» civiles será la petición de seis penas de muerte —finalmente conmutadas— y 752 años de cárcel a 16 personas acusadas, entre otros delitos, de pertenecer a ETA en el Proceso de Burgos de diciembre de 1970. Para reforzar aún más su poder y a la vez no dejar cabo suelto que pudiera inducir a su cuestionamiento legal, la Ley de 15 de noviembre de 1971 por la que se añadían determinados artículos al Código de Justicia Militar, en vigor desde 1945, era explícita respecto de las atribuciones que tendría la Jurisdicción castrense en materia de defensa del Estado, unidad e integridad territorial, orden institucional y seguridad, así como en su actuación rápida y ejemplarizante.  




			En 1975, a pocos meses de la desaparición del dictador, en un incontrolable escenario de protesta social, huelgas y manifestaciones, entraría en vigor una ley antiterrorista que contemplaba la celebración de consejos de guerra sumarísimos y la imposición de penas de muerte, lo que en opinión de no pocos juristas liquidaba las últimas apariencias formales que subsistían sobre garantías y sobre la independencia del Poder Judicial, añadiendo innecesarios sufrimientos a los perseguidos, a los que se privaba de toda posibilidad de defensa real. En un extenso y crítico documento elaborado por letrados catalanes tras la aprobación del Decreto ley sobre Prevención de Terrorismo, se rebatía punto por punto tanto la oportunidad —que en un gesto más de arbitrariedad y vulneración de toda garantía procesal sería aplicado con carácter retroactivo a los 11 militantes de ETA juzgados en el mes de septiembre en dependencias militares de Barcelona, Madrid y Burgos— como la misma intencionalidad, que, arropada bajo la prevención de delitos de terrorismo, abarcaba conductas que nada tenían que ver con éste y que únicamente habían sido introducidas para perseguir y sancionar grupos, organizaciones y personas cuya única característica era su discrepancia con el Régimen.10 Como tendremos ocasión de ver en las páginas que siguen en esta disposición, la jerarquía militar se reservaba acciones contundentes hacia aquellos letrados que, en el legítimo ejercicio de sus funciones, se «excedieran» en el planteamiento de sus tesis de defensa.  




			Sin embargo, el tiempo de los fusilamientos masivos en las tapias de los cementerios y de los «paseos» de madrugada había pasado, y, muy a pesar del dictador y de gran parte de sus adalides, ya no era ni oportuno ni viable políticamente el recurso a la represión sistemática. Ni el «enemigo interior» era el mismo de los años de posguerra, ni la población socializada en el franquismo aceptaría la vuelta a los viejos métodos de la «paralización por el terror». Por ello resultaría tan anacrónico como esperpéntico que la última aparición pública del dictador, el primero de octubre de 1975, coincidiendo con el trigésimo noveno aniversario de su exaltación a la Jefatura del Estado, fuera para contrarrestar, ante un nutrido grupo de incondicionales, las muestras de repulsa e indignación posteriores a los fusilamientos de septiembre. «Todo lo que en España y Europa se ha “armao” —dirá un senil y agónico Franco a los concentrados en la plaza de Oriente— obedece a una conspiración masónico-izquierdista, en contubernio con la subversión comunista-terrorista en lo social, que si a nosotros nos honra, a ellos les envilece.»11 El mismo argumento que 35 años antes se recogía en el preámbulo de la Ley de Represión de la Masonería y el Comunismo y que había servido para justificar la erradicación del panorama político de determinadas ideas y adscripciones políticas progresistas.12 




			El lenguaje y la escenificación que rodearon esta «espontánea» concentración reproducían fielmente los multitudinarios actos de adhesión que habían sido habituales y de obligada asistencia durante la posguerra. Como si cuarenta años no fueran nada, el enemigo interno y exterior, las conspiraciones de variado pelaje, los tribunales militares y, sobre todo, la violencia, seguían estando tan presentes en el ideario franquista como en 1936. En realidad, nunca se habían extinguido. 




			



			 






			LAS COMISIONES JURÍDICAS 




			



			 






			«He tenido la ocasión de leer sentencias militares, de los primeros años de la dictadura, que ponen la piel de gallina. Sentencias de dos o tres líneas que imponían la pena de muerte, muchas veces sin concreción de los hechos. Claramente, se trataba de matar al enemigo político con una cierta formalidad legal.»13 Retengamos para las páginas que siguen esta reflexión de Albert Fina porque en ella se contienen las líneas maestras de la actuación de la Justicia durante el primer franquismo. 




			La represión irregular, en caliente, de los primeros momentos del asalto a la legalidad republicana en julio de 1936 había sido considerada como un «horror saludable» y necesario en palabras del ideólogo de la conspiración Emilio Mola.14 Esta política de exterminio al «rojo» se prolongaría con absoluta tolerancia durante los años siguientes, remitiendo en intensidad cuando el «paso alegre de la paz» certificara la derrota republicana. De esta violencia sistemática y expeditiva, de compleja cuantificación aún en la actualidad, el bando vencedor obtendría cuantiosos réditos para el futuro, inoculando entre la población el miedo y la desconfianza. Pero en paralelo y conviviendo sin que se denunciara «injerencia competencial» alguna, los golpistas procederían a regular la violencia contra civiles emanada de los tribunales de guerra, cuya potestad para la actuación rápida y contundente quedó recogida en la Declaración del Estado de Guerra.15 Ésta sería sólo la primera de una larga serie de disposiciones legales de cuestionable juridicidad que iría dirigida a emular formalmente la representación de un estado regido por el Derecho.  




			El rosario de leyes, decretos y tribunales creados ex profeso para la penalización del enemigo político se completaría, ya pacificado el país, en los años siguientes. Así, se dictaría la Ley de Responsabilidades Políticas en febrero de 1939 y se dispondría a su vez la creación de un tribunal especial para su desarrollo; la Ley de Seguridad del Estado en marzo de 1940 y la de Represión de la Masonería y el Comunismo en 1941, que para su eficaz desenvolvimiento contaría con un tribunal especializado. Por su parte, las leyes que redefinían y tipificaban el delito de Rebelión Militar en tiempos de paz entrarían en vigor en marzo de 1943. Al año siguiente se aprobaría el Código Penal, en el que se contemplaban como delitos de lesa patria los que atentaran contra la seguridad interior y exterior del Estado, y en 1945 el Código de Justicia Militar. Posteriormente, sendos Decretos, respectivamente de abril de 1947 y de septiembre de 1960, de represión de los delitos de Bandidaje y Terrorismo, perfilarían aún más la maquinaria de represión política. Esta abundante legislación punitiva se completaría con la promulgación en 1959 de la Ley de Orden Público.16 Se trataba sin duda de un auténtico arsenal normativo para configurar un sistema represivo de las libertades públicas que en los primeros años de la dictadura presentaba un elemento común de carácter procesal de una importancia decisiva: la atribución de la competencia jurisdiccional para instruir y juzgar estos delitos a la Jurisdicción Militar. 




			La consagración de la Jurisdicción castrense a la represión severa del enemigo político solventaba al tiempo la imagen de una Justicia reglada y, en apariencia, respetuosa con las normas procesales.17 Sin embargo, los procesos ante tribunales militares que habrían de conducir al paredón o, en el mejor de los casos, a largas condenas de reclusión a miles de hombres y mujeres, adolecían de flagrantes irregularidades. Un testigo de las habituales y públicas vistas en los consejos de guerra de la primera época y firme partidario del Alzamiento recordaba que había comenzado «una represión que a él se le antojó de un “rigor inoportuno”; era como si hubiese que liquidar a “ciertas especies”. Se hacían cosas que no deberían haberse hecho. El fiscal militar pidió tantas penas de muerte y con tanta rapidez que le pusieron el apodo de “Ametralladora”. Muchos de los ejecutados no habían hecho más que cumplir las órdenes dadas por otros...».18 




			Habida cuenta de que lo que estaba en juego eran vidas o largas condenas de reclusión, la brevedad de los consejos de guerra, en los que, además, se juzgaba en una misma causa a docenas de personas «por analogía», dejaba meridianamente claro que se trataba de guardar las formas bajo un aparente ropaje de juridicidad, pero que la pretensión era otra: la erradicación del enemigo político. De la lectura de cualquier sentencia de las dictadas por estos tribunales se destaca su absoluta falta de objetividad e imparcialidad tanto en la exposición de los hechos como en los fundamentos jurídicos, en los que se asumían expresamente como legítimos los motivos y fines del golpe militar. La misma identificación de los miembros del tribunal (a quienes no se exigía conocimiento jurídico alguno) con los principios de los sublevados añadía, a la ya de por sí delicada situación de unos reos condenados de antemano por su adscripción política y/o sindical, más dificultades. Además, la falta de independencia de la Administración de Justicia y su sumisión al poder Ejecutivo quedaban de manifiesto cuando la ejecución de la pena de muerte exigía del «enterado» del Jefe de Estado.19 




			La vulneración de todas las garantías y derechos fundamentales que concurrían tanto en los procedimientos sumarísimos como, en menor medida, en los ordinarios anulaba las escasas posibilidades de defensa que pudieran presentar los acusados, porque la instrucción era secreta y el Juzgado Militar practicaba diligencias de averiguación apoyándose exclusivamente en las fuerzas de orden público y en los informes que le eran remitidos por parte de los servicios de Falange. La relación del juez con los reos se limitaba a la audiencia de los mismos sin que éstos pudieran acudir amparados de asistencia letrada. Así pues, las garantías jurisdiccionales hacia la integridad física, el derecho de defensa, el uso de medios de prueba o el derecho a un juez imparcial, eran simplemente inexistentes.20 




			Hasta 1943 y bajo estas premisas habían sido condenadas miles de personas a lo largo y ancho del país. Aquellos que no habían muerto ante un pelotón de fusilamiento o como consecuencia del hambre y de las enfermedades en las abarrotadas cárceles, se pudrían desde entonces entre rejas sin más amparo y contacto con el exterior que el de las esporádicas visitas de sus familiares (el Régimen, fiel a su política de «ni piedad ni perdón», procurará que los penados cumplan condena en centros de reclusión alejados de sus lugares de residencia).  




			En ese contexto de arbitrariedad, la supervivencia de los presos pasaba por el apoyo mutuo y la articulación de elementales redes de solidaridad que, en el plano jurídico, se traducirán en la creación de informales «Comisiones Jurídicas» cuya existencia es posible documentar tempranamente. Ya en los campos de concentración, a los cientos de prisioneros que el Ejército sublevado mantenía recluidos se les informaba a través de altavoces dispuestos en las instalaciones tanto de las vicisitudes de la campaña militar (obviamente para minar su moral) como de las distintas disposiciones legislativas en vigor. Aunque esta tediosa rutina tenía claramente una finalidad atemorizadora, al menos les permitía conocer de qué se les acusaba y a qué se enfrentaban. Serán prisioneros con nociones de Derecho quienes canalicen esa información haciéndola comprensible y facilitando la articulación de unas muy básicas plataformas de defensa.21 Con la pacificación total del país, la ausencia de derechos y de asistencia legal de los miles de presos extenderá la fórmula de las Comisiones Jurídicas a los centros penitenciarios. Desde que una persona era detenida y hasta que finalmente era juzgada podían pasar meses e incluso años. Durante ese tiempo carecía de asistencia letrada y cuando ésta finalmente le era asignada, el amparo que este «derecho» representaba era, las más de las veces, una rémora. Ni el militar responsable de la defensa contaba con formación, ya que únicamente era preceptiva para el ponente, ni, en la mayor parte de las ocasiones, éste estaba dispuesto a ejercer como honesto valedor de los intereses de su defendido. Las escasas posibilidades de articular una defensa en esa tesitura quedarían pues fiadas a la propia iniciativa de los reos, que tratarán de hacer valer sus derechos coordinándose previamente para hilvanar y dar coherencia a su versión en los escasos segundos en que uno a uno les era otorgada la palabra por el tribunal,22 o impulsando, como hará Matilde Landa en la madrileña cárcel de Ventas, una «oficina de penadas» para tramitar los recursos de las condenadas a muerte: 




			



			 






			Cada vez que venía una condenada a muerte Matilde hablaba con ella, le explicaba todo el caso; el porqué le habían condenado, qué cosas le habían hecho, qué interrogatorios había sufrido, qué acusaciones tenía, cómo se había desarrollado el proceso y si ella conocía a alguien que le pudiera ayudar o proporcionar algún aval. Era un trabajo apasionante... efectivamente empezó a surtir efecto. [...] Trabajamos una chica que se llamaba Pura González, Conchita Feria del Pozo, Angelines Vázquez y yo. Nosotras fuimos las personas que ayudamos a Matilde, sabíamos redactar una petición o una instancia; teníamos un archivo con todos los nombres de estas mujeres. Por ejemplo, había muchos casos en que la gente del pueblo, por rencores, les habían puesto denuncia, pero a lo mejor ellas, durante la guerra, habían salvado a alguien y eso no se sabía, nosotras les dictábamos las cartas para que ellas hicieran las peticiones, diciendo si habían hecho algún favor a alguna gente de derechas, para que se dirigieran a alguien que pudiera dar informes buenos. Todos esos trabajos, como ellas eran de fuera y no tenían abogados ni posibilidades, ni quien las informara, todo se hacía desde dentro de la cárcel. A veces se sacaban todas estas cartas o instancias autorizadas y peticiones para hacer una recogida de firmas en el pueblo. Alguna vez nos decía una de ellas: «Pues a lo mejor si me dirijo a menganito o fulanito, ése dirá que yo durante la guerra...».23 




			



			 






			La agilidad y eficiencia de los tribunales de guerra habían dejado «vistas para sentencia» la gran mayoría de las causas relacionadas con la Guerra Civil antes del desenlace de la conflagración mundial en 1945. Para entonces, los delitos de rebelión militar (tanto de auxilio como de adhesión) que habían fundamentado el grueso de las acusaciones ya requerían de una «actualización» que, sin restar un ápice de su original pretensión de prolongar la militarización de la sociedad, los adaptara a las nuevas modalidades de acción antifranquista. Sendas disposiciones con rango de ley publicadas en marzo de 1943 vendrían a tipificar el concepto de Rebelión Militar en tiempos de paz. La primera definía y sancionaba el concepto de Rebelión y la segunda condensaba y unificaba los bandos y medidas excepcionales dictados desde julio de 1936. En el artículo primero quedaba claro que serían considerados reos del delito de Rebelión Militar «los que atenten contra las personas o causen daños a la propiedad por móviles políticos, sociales o terroristas cualquiera que sea el resultado y consecuencia de estos hechos». A continuación se establecía la competencia jurisdiccional a favor de la Jurisdicción de guerra de acuerdo con su procedimiento sumarísimo. No obstante, ese mismo precepto introducía una ligera posibilidad de que la causa pudiera pasar a la jurisdicción penal ordinaria siempre y cuando la propia jurisdicción castrense así lo decidiese: «Las autoridades judiciales militares podrán dejar de conocer de aquellas causas incoadas por delitos comprendidos en esta ley y acordar su remisión ordinaria cuando estimen que los hechos que las originan por su índole y naturaleza no afectan de modo directo al Orden Público o a los Ejércitos».24 




			En la posibilidad de transferir sus causas a la Justicia ordinaria, cuyas competencias por otra parte habían quedado reducidas a la mínima expresión dada la proliferación de Jurisdicciones Especiales, basarán los presos en adelante sus estrategias de defensa.25 Hasta los años cincuenta seguirán siendo las Comisiones Jurídicas de cárceles y penales las que traten de contrarrestar las flagrantes vulneraciones de sus garantías procesales. Ni la promulgación en julio de 1945 del Fuero de los Españoles, un texto político de declaración de derechos cuya redacción no puede entenderse si no es atendiendo al desenlace de la contienda mundial y la derrota de las potencias fascistas, ni la posibilidad de amparo que representaba la consideración formal de un Consejo de Guerra como ordinario permitiendo con ello que abogados civiles pudieran intervenir en procesos militares, mostrarán un cambio sustancial de la situación legal de los encarcelados, si bien es cierto que la delicada coyuntura internacional que atravesaba la dictadura, único país con un gobierno fascista que todavía seguía en el poder en Europa, redundará en una ligera «suavización» de la represión, entendida ésta como disminución de las ejecuciones.  




			Serán principalmente los presos comunistas quienes en este periodo, y siguiendo la estela de iniciativas como la impulsada por Matilde Landa en 1939, se organicen para denunciar su situación. Como con anterioridad había hecho el abogado Luis Castillo Almena en el penal de Ocaña, su correligionario Gregorio Ortiz Ricol, fiscal en ejercicio detenido en 1948 acusado de auxilio a Bandoleros, asumirá, junto a otros camaradas como Ambrosio Valcárcel, el papel de defensor «informal» y orientador en las estrategias de defensa de los allí recluidos: 




			



			 






			Había constituida una llamada Comisión Jurídica por parte del Partido, porque la gran mayoría de los presos, casi la mayoría, eran comunistas o éramos, y el Partido había constituido una Comisión Jurídica que se encargaba de que los presos que tenían que ir a juicio, el día de antes les reunía un compañero que tenía conocimientos jurídicos para orientar de la forma más adecuada qué tenían que responder a las preguntas que les hiciera el fiscal, porque además, entonces se tenía un defensor militar, pero que no era tal, simplemente pues era un oficial del ejército al que habían nombrado de una lista, que no tenía ninguno, bueno el que la tenía era de casualidad, la carrera de Derecho, por consiguiente, jurídicamente, no tenían... y por otra parte eran abogados defensores, no como tales abogados, sino como militares y estaban sujetos a la Jurisdicción Militar y a la obediencia correspondiente. Las preguntas que hacían de defensa nada, únicamente allí el que tenía algo que plantear era el fiscal. Entonces les orientaban de la manera mejor para salir lo mejor parados posible, y entonces yo me incorporé a esa Comisión Jurídica en cuanto llegué, en cuanto salí al patio.26 




			



			 






			Una de las estrategias más rupturistas que utilizaban consistía precisamente en no reconocer como competente al tribunal que los estaba juzgando y demandar la vista de su causa ante la Justicia ordinaria. Más que confrontación abierta, la Comisión Jurídica se prevalía de un certero conocimiento del entramado legal para denunciar la incompetencia de la Justicia militar ateniéndose precisamente a que los supuestos de Rebelión Militar sobre los que eran juzgados en aplicación de la ley de 2 de marzo de 1943 habían quedado derogados tras la aprobación del Código Penal de 1944, donde se tipificaban tipos delictivos que asimilaban aquellos que ya había previsto la citada ley de 1943 y que habían de ser vistos por la jurisdicción penal ordinaria.27 




			La lucha contra el aparato judicial franquista, ejerciendo de abogados de sí mismos y asumiendo en fin la responsabilidad de su propia defensa, representa una variante temprana del «Uso Alternativo del Derecho» al utilizar la estrategia de enfrentar la dictadura a su propia legislación y retórica, que, andando el tiempo, será una de las características fundamentales del trabajo legal de los abogados antifranquistas. De hecho, la entrada en escena de los pioneros de la abogacía comprometida y su asistencia letrada en los Consejos de Guerra no supondrán la desaparición de las Comisiones Jurídicas. En la cárcel de Burgos, que concentrará a buena parte de los presos políticos desde los años cincuenta, será muy útil el trabajo de éstas para apoyar la labor de los abogados que desde el exterior, y mediante pronunciamientos tanto en los Colegios de Abogados como ante los foros internacionales, exigirán el completo remozamiento de la Administración de Justicia. 




			La Comisión Jurídica del penal de Burgos desarrollará una intensa labor de revisión de diligencias y sumarios así como de la información que obraba en su poder sobre el desarrollo de consejos de guerra, indagando en los puntos débiles que permitieran interponer un recurso. El mayor éxito de la Comisión fue el descubrimiento de la impostura del comandante Manuel Fernández Martín. Ponente en cientos de consejos de guerra —entre éstos el de Grimau o Granados y Delgado— carecía de licenciatura en Derecho. Prevaliéndose del Código de Justicia Militar, que minuciosamente había estudiado, el equipo concluyó que la falta de formación jurídica del falso ponente era motivo suficiente para solicitar la anulación de los consejos.28 Este descubrimiento, que suscitó una desproporcionada reacción defensiva del aparato militar, había venido precedido de una labor de indagación y búsqueda de cuantos resquicios legales pudieran aliviar las duras condiciones de los presos y de igual modo cuestionar la juridicidad del Régimen. Así, asestaron un importante golpe al aparato represor franquista al constatar cómo las condiciones en que se aplicaba la libertad condicional resultaban erróneas. En un extenso informe dirigido a «todos los profesionales del Derecho del mundo», el equipo legal de Burgos denunciaba la inseguridad jurídica reinante en España ateniéndose a que una disposición del Consejo Supremo de Justicia Militar ampliaba los supuestos que debían aplicarse para la obtención de la libertad condicional y que éstos eran sistemáticamente obviados desde la dirección de prisiones.29 El consejo de guerra de que fueron objeto por injurias al ejército sirvió para dar a conocer la indefensión en que se encontraba el colectivo. La movilización que, aunando esfuerzos, realizó el equipo del penal, con letrados del Colegio de Abogados de Madrid como María Luisa Suárez, Antonio Rato, Amandino Rodríguez Armada o Luisa Elena del Portillo, forzó a la autoridad militar a su sobreseimiento definitivo. Éste supuso para los presos una victoria moral, pero sobre todo jurídica, que, en fin, sirvió para avalar la labor legal desarrollada por la Comisión Jurídica de la cárcel de Burgos.30 




			La primera toma de contacto de los abogados antifranquistas con el universo castrense no será en absoluto positiva. Dada su licenciatura en Derecho, Albert Fina realizará su servicio militar desempeñándose como secretario de Juzgado Militar. Allí se dará cuenta de la ignorancia, lógica, de los militares con respecto a las leyes que debían hacer cumplir y su completa falta de experiencia en los detalles esenciales de cualquier proceso legal. No tendrá mejor opinión de los jurídicos militares que sí eran licenciados en Derecho.31 En los mismos términos se expresaba Antoni Cuenca. Este pionero del laboralismo pasa por ser de los primeros civiles que asesoraron en consejos de guerra. De hecho, iniciará su actuación como abogado defensor a partir de 19491950 de manera fortuita: «Entré como sustituto de un capitán de Caballería y, después, ya no me pusieron obstáculos porque me dejaron en los sumarísimos de urgencia, hacía muchos. Se ha de decir que yo conocía muy bien cómo se hacían. ¡Lo hacían muy mal! Y lo hice de abogado de oficio porque no había nadie que lo hiciera, hice la liquidación de responsabilidad de todas las causas que había pendientes de los años anteriores. Y, a partir del año 50, únicamente se hacían los consejos de guerra por asuntos nuevos y los asuntos nuevos eran el maquis, el PSUC y CNT».32 




			



			 






			Los defensores militares apelaban a la clemencia ante el delito, no rebatían las acusaciones ni cuestionaban el delito en sí mismo. Es decir, reconocían a priori la culpabilidad del acusado y la legitimidad del tribunal militar para juzgar cuestiones que se escapaban de su competencia y para las que los miembros del tribunal no estaban capacitados profesionalmente para decidir.33 




			



			 






			LOS LÍMITES DE LA ABOGACÍA 





			



			 






			En los años cincuenta, la dictadura había «superado» el escollo de su existencia como régimen político de incuestionable raigambre totalitaria y era tolerada entre las potencias democráticas, inmersas ya en la guerra fría contra el comunismo. Franco y su régimen habían procedido a pulir las formas (el saludo a la romana sin ir más lejos dejará de ser preceptivo), y a dotar al pueblo de una particular y «excepcional» Carta Magna, el Fuero de los Españoles. Una muy útil credencial de cara al exterior, pero de nula operatividad jurídica. Este texto de declaración de derechos, cuyo contenido no podía ser esgrimido delante de los tribunales —atendiendo precisamente a su condición de documento programático en el que únicamente se explicitaba la intencionalidad de proceder a su desarrollo mediante oportunas concreciones legislativas (nunca llevadas a cabo)—, será una de las siete Leyes Fundamentales de que se dotará el Régimen a lo largo de su existencia para revestirse de legitimidad.34 




			En paralelo a éstas y al desarrollo de argumentarios de legitimación como el «plebiscito armado», concreción a su vez de la temprana doctrina de la «santa rebeldía» desarrollada por Cirilo Martín Retortillo, y el posterior de la «legitimidad de ejercicio» esgrimida en respuesta al demoledor informe que en 1962 hará público la Comisión Internacional de Juristas sobre la Justicia en España,35 convivirá sin ningún pudor la «arbitrariedad controlada» de la Jurisdicción Militar, cuyos tribunales condenarán, entre 1954 y 1963, a más de 6.000 ciudadanos.36 




			Los cambios operados en el interior del país, las primeras muestras de descontento social y, en fin, la liquidación en este periodo de la guerrilla y de la acción armada —aunque todavía en 1960 sería promulgado un Decreto Ley de Represión del Bandidaje y Terrorismo— determinarían la creación, en 1958, de un Juzgado Especial de Actividades Extremistas. Heredero del también especial Juzgado para la Represión de la Masonería y el Comunismo, el de Actividades Extremistas consagrará su actividad (hasta 1964) a la persecución de los disidentes políticos que desde mediados de los años cincuenta comenzaban a ensayar nuevas modalidades de acción antifranquista. El coronel Enrique Eymar, eximio exponente del aparato represivo de la dictadura, será el juez especial responsable del mismo, con jurisdicción en todo el territorio nacional, para la tramitación de los procedimientos judiciales derivados de las actuaciones extremistas que, se decía, «recientemente habían sido descubiertas».37 




			Será en este desfavorable escenario legislativo e institucional en el que se desenvuelvan profesionalmente los pioneros de la abogacía comprometida. Dada la hegemonía del aparato militar en el entramado judicial del Régimen, su práctica chocará con no pocos impedimentos. Su condición de letrados civiles, ajenos por tanto a la institución militar, será sólo el primero de los impedimentos que tengan que superar, habida cuenta de que la propia legislación establecía que habían de ser militares quienes actuaran como defensores. Este precepto restringía enormemente su presencia en los procesos políticos, aunque si el procedimiento era ordinario se consentía la asistencia letrada de abogados civiles.38 




			



			 






			El Consejo de Guerra Sumarísimo consistía en que tenía que ser tramitado el sumario en un término de tres días porque sumarísimo quiere decir urgente. Se tiene que tramitar por el procedimiento de urgencia, pero como resulta que hay millares y millares de procesos eso no se puede observar. Es que era imposible porque todo el proceso, sobre todo ya cuando Eymar se encarga del procesamiento de toda España, pues suman miles y miles de casos y esos miles de casos no se pueden tramitar en tres días, pero se sigue juzgando por el procedimiento sumarísimo a efectos de que sean militares los defensores. Es que es otra diferencia que hay y es que en el Consejo de Guerra Ordinario sí que puedes llevar un abogado civil.39 




			



			 






			Sin embargo, el primer escollo para su desempeño profesional se presentaba aún antes de que el tribunal se decantara por un procedimiento sumarísimo u ordinario y residía en las limitaciones que encontraban para asistir a los detenidos por supuestos actos subversivos. La arbitrariedad era tal que desde el mismo momento en que un ciudadano era arrestado podían transcurrir días e incluso meses hasta que pasara a disposición del temible Eymar. Durante ese tiempo, en el que no se respetaban los derechos que teóricamente contemplaba el Fuero de los Españoles, eran practicadas por las fuerzas de Orden Público las oportunas «diligencias de indagación», término eufemístico que escondía las torturas de que eran objeto.40 Obviamente, en todo este proceso no era autorizada la presencia de abogados. Aún con posterioridad, cuando tremendamente maltrechos ingresaban en la cárcel, la comunicación con los abogados encontraba múltiples trabas. La movilización de los letrados más comprometidos contra esta flagrante vulneración de las garantías procesales y de los Derechos Humanos, amparada bajo la más neutra de denuncia de los impedimentos que encontraban para su desempeño profesional, se convertirá en una constante desde entonces y hasta que en 1970 el Congreso de León apruebe en sus conclusiones solicitar de las autoridades judiciales el derecho a asistencia letrada desde el mismo momento de la detención.41 




			



			 






			Una cosa es la condena militar, otra cosa es el cumplimiento de la condena que ya entra dentro de la esfera civil. Y otra cosa es también que puedan hacer el testamento y que puedan tener problemas jurídicos, y entonces el Colegio nos apoyaba y al final conseguimos que nos dejaran verlos. Nos dejaban verlos con toda clase de inconvenientes, porque entonces llegar a Burgos me parece que eran las siete de la mañana o las ocho de la mañana y no nos dejaban entrar casi hasta las diez y media, te tirabas ahí pasando frío... pero al final nos abrían.42 




			



			 






			La comunicación con los presos políticos, apelativo este último que el Régimen nunca reconocerá, representará una importante vía de contacto de éstos con el exterior y con sus organizaciones a través de los abogados que, aunando compromiso profesional y militancia, se integrarán, de variadas formas, en las estructuras de los sindicatos y partidos clandestinos y servirán doblemente a la causa antifranquista actuando de oportunos correos y transmisores de consignas, pero también desempeñando una «molesta» labor de exigencia de una Justicia garantista. Esta concepción militante y comprometida de su trabajo se fundamentará en un certero conocimiento y aprovechamiento de los entresijos legales que, dada la limitada formación jurídica de los militares, les resultará tan útil como problemático. Albert Fina recordaría en este sentido cómo en las defensas ante la Jurisdicción Militar de detenidos políticos «actuaba igual que lo haría delante de un jurado, diciendo cosas que nunca habría osado decir en un tribunal jurídico. Me habría dado vergüenza».43 




			Otra importante faceta de su labor consistía en contactar con los militares que habían sido asignados para ejercer las defensas de los acusados, ofreciéndose como asesores si éstos carecían de nociones de Derecho o apelando a una suerte de código deontológico si eran jurídicos militares. En estos casos, su conocimiento de los rudimentos legales se prestaba a que, dentro de la arbitrariedad reinante y aun a pesar de la obediencia debida al estamento militar, el acusado contara con una tesis de defensa afín a sus intereses.44 




			



			 






			Mi papel era ir a ver a los militares diciéndoles que yo era amigo de la familia, que sabía que él no era abogado y que yo le podía orientar, que conocía el Código de Justicia Militar porque yo había hecho la mili en la Ciudad Universitaria y había tenido que estudiar, en fin, pamplinas de ésas. Unos te mandaban a la mierda de entrada, otros te recibían bien, pero te decían que el escrito que tú les proponías no lo podían hacer, y uno incluso llegó a sacar la pistola: «¡Usted es del Socorro Rojo! Ya me habían dicho que vendría usted a casa. ¡Ahora mismo le pego un tiro!». «Pero mi teniente, si el Socorro Rojo ya no existe... es del año 39.» «¡Cómo que no! ¡Cabrón! ¡Hijoputa! Anda, vete, vete, te perdono la vida, hijoputa.» O sea, había para todos los gustos. Otra forma era buscar militares, sobre todo al final, cuando ya nos dejaban entrar, que fueran de cuerpos que habían estudiado Derecho.45 




			



			 






			El celo mostrado por algunos militares en sus defensas sería entendido por el tribunal como deslealtad a la institución, siendo por ello severamente sancionados. Quizá el caso más conocido sea el de Alejandro Rebollo. Jurídico militar en 1963, en él recaerá la defensa de Julián Grimau.46 Junto a Amandino Rodríguez Armada, el abogado civil del dirigente comunista, argumentarán una sólida defensa fundamentada tanto en la escasa fiabilidad de las pruebas como en la inoportunidad del «delito continuado» que básicamente sería la doctrina que el tribunal utilizará para sentenciar a la pena capital a Grimau por unos hechos acaecidos supuestamente en 1939.47 




			Si expeditivo era el estamento castrense respecto a las «desviaciones» de los militares durante los procesos políticos, también actuará sin contemplaciones cuando sean civiles quienes asuman la responsabilidad de la defensa. Josep Solé Barberà, sin ir más lejos, será sancionado con una cuantiosa multa y prohibición de actuar como letrado en consejos de guerra durante seis meses a raíz de su vehemente defensa de Miguel Núñez. En el Consejo de Guerra ordinario seguido contra el líder clandestino, el tribunal consideró inadmisible el «mitin político» a dos voces protagonizado por Solé Barberà y su defendido para publicitar la política de Reconciliación Nacional propugnada por el Partido Comunista.48 




			Sin menoscabo de la relevancia que este rompedor planteamiento tenía, tanto por lo temprano de su formulación, 1958, como por el hostil escenario en el que fue pronunciado, una corte marcial, resulta de notable interés para comprender las dificultades que se encontraban los abogados antifranquistas en el desempeño de su práctica profesional y cómo ésta era severamente penalizada cuando sus tesis de defensa entraban en contradicción con el pensamiento del juzgador. Cuando varios años después, en 1972, Jaime Miralles, un abogado en las antípodas ideológicas de Solé Barberà, sea procesado por la Jurisdicción Militar tras haber remitido un escrito a los ministros del Ejército, Justicia y al fiscal del Tribunal Supremo en el que hacía constar las circunstancias de la muerte de Pedro Patiño, se actualizará el debate sobre los límites de la abogacía y, sobre todo, el maltrato y la absoluta falta de respeto hacia su estatuto profesional por parte del estamento militar.49 Entonces, un nutrido plantel de conocidos y prestigiosos abogados como Antonio Pedrol Rius, Juan del Rosal, José María Stampa Braun, Eduardo García de Enterría, Joaquín Garrigues, José Mario Armero, Manuel Escobedo Duato o José A. López Huerta remitirá al Consejo General de la Abogacía un escrito en el que se hacían valiosas precisiones sobre el «caso Miralles» en particular, pero cuyo contenido concernía directamente a los abogados antifranquistas que, desde los ya lejanos años cincuenta, se habían prestado a actuar ante los tribunales militares:  




			



			 






			La relación directa y exclusiva entre la actividad del Sr. Miralles y su cargo de defensor de un determinado cliente, pone al descubierto la necesidad de que los organismos representativos de la abogacía se ocupen de los graves problemas suscitados por la actuación de letrados ante las Jurisdicciones Especiales. El abogado puede ser colocado en una zona de riesgo que en unos casos sería de honor por no haber llegado bastante lejos, y en otros de seguridad por haberse excedido en la defensa [...] El abogado necesita también, si no queremos minimizar su papel en la sociedad, poder expresar con respetuosa pero libre sinceridad su tesis de defensa aunque esta tesis no coincida con el pensamiento del juzgador [...] Resulta también urgente que dentro de nuestra colectividad profesional se formulen concretas declaraciones de cuáles son las garantías mínimas que el abogado necesita para el ejercicio de su profesión.50 




			



			 






			Hasta 1975, cuando el Decreto Ley de Prevención del Terrorismo establezca sin ningún tipo de pudor jurídico una restrictiva actuación de los letrados en Consejos de Guerra que coaccionan su papel en estrados y vulneran el elemental derecho de defensa de todo procesado, la relación de la abogacía antifranquista con el estamento militar había distado de ser armónica.51 Ya con anterioridad al procesamiento de Miralles, habían procedido sin ningún tipo de cortapisas llamando a declarar ante el Juzgado Militar a los abogados que exigían el cese de las detenciones ilegales y reclamaban la comunicación con sus clientes, o abriendo diligencias contra ellos por criticar sentencias militares contra delitos políticos.52 Pero era en el ritual en sí del Consejo de Guerra donde se escenificaba sin disimulo alguno el menosprecio hacia los civiles. Albert Fina recordaba cómo había una discriminación formal muy evidente: «Cuando el fiscal militar pedía la pena para el acusado, todos debían ponerse de pie, abogados defensores incluidos. Una cortesía que, en cambio, no se ejercitaba cuando eran éstos los que demandaban un veredicto de absolución o de penas menores».53 No obstante, también los abogados tenían la capacidad de contrarrestar el impecable ritual merced a un certero conocimiento de las formas por las que habían de guiarse los miembros del tribunal, lo que, como bien indicaba Antonio Giménez Pericás, no dejaba de ser una humillación en su propio escenario: 




			



			 






			Juan Moreno Lombardero [...] les ponía unas pegas casi insolubles para los militares. Bueno, los ponía nerviosos con la ley, no les dejaba ni respirar. Hombre, hubo una vez que tenía el Cristo o el crucifijo a la izquierda y Moreno Lombardero como si no pasara nada, pasando hojas. Dice: «Señor presidente, una cuestión previa: el artículo tal, tal, tal, de la Ordenanza militar dice que en la constitución del Consejo de Guerra el Santo Cristo figurará a la derecha del presidente». Bueno... el presidente a punto del ataque de nervios, que le dijera un abogado rojo dónde tenía que tener el Santo Cristo, que no era cosa suya. Es que eso era causa de anulación del consejo, por la combinación de ese artículo y otro. Y entonces el presidente tenía que tragar, avisar al oficial de guardia y decirle que el Cristo se lo pusiera al otro lado. Otra cosa era recordarle al fiscal que si estaba vestido de semi-gala debía portar sable: artículo tal. Y no tenía sable. El coronel tenía que suspender el Consejo y avisar al de la guardia para que le trajeran un sable al fiscal. Bueno, eso son humillaciones...54 
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